





    




66001-31-03-004-2012-00254-01

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

          SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado:  Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, junio treinta de dos mil dieciséis
Expediente:  66001-31-03-004-2012-00254-01

Acta Nº 310 de junio 30 de 2016
Decide la Sala los recursos de apelación contra la sentencia del 24 de enero de 2014, proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, propuestos por la parte demandante, algunos de los demandados y una de las llamadas en garantía, en el proceso ordinario de responsabilidad médica que Érika María Espitia Rendón y Jorge Obed Gómez López promovieron frente a Coomeva EPS S.A., la Clínica Los Rosales S.A. y la Cooperativa de Profesiones Médicas del Eje Cafetero -COOMEC-, en el que fueron llamadas en garantía Seguros del Estado S.A., Seguros Generales Suramericana S.A. y la misma Clínica. 

1. ANTECEDENTES  
1.1. Las pretensiones.
Pidieron los demandantes que se declarara a las demandadas solidariamente responsables de los daños y perjuicios que les ocasionaron por la muerte intrauterina de su bebé y que, como consecuencia de ello, se les condenara a pagarles el daño moral y el daño a la vida de relación, que cuantificaron, junto con la indexación respectiva y sus intereses. 
1.2. Los hechos. 

Se hicieron consistir en que Érika María Espitia Rendón está afiliada a Coomeva EPS S.A, en el servicio de salud; sostiene una relación sentimental con Jorge Obed Gómez López, fruto de la cual quedó encinta y a partir del 12 de diciembre de 2007 la entidad inició los controles respectivos, en los cuales se evidenció un desarrollo normal del feto, solo que al quinto mes se puso en posición podálica; el 3 de julio de 2008 se le tomó una ecografía que concluyó con un “FETO UNICO, VIVO, CRECIENDO EN PERCENTILES, EDAD PROMEDIO PARA 37 SS 3 DÍAS” y se le dijo que la fecha esperada de parto sería el 21 de julio siguiente. Agregaron que para el 1° de agosto, ya con 40 semanas de embarazo, consultó en la EPS, pues no sentía movimientos fetales y fue remitida a la Clínica Los Rosales; se le programó una ultrasonografía obstétrica transabdominal que dio como resultado “FETO UNICO, VIVO CEFÁLICO, CRECIENDO EN PERCENTILES, EDAD PROMEDIO PARA 40 SS 3 DÍAS” y se le dio de alta dejando una constancia en la historia clínica que dice “SIGNOS DE ALARMA OBSTÉTRICA: (DISMINUCIÓN O AUSENCIA DE MF, PERDIDAS VAGINALES, PREMONITORIOS, DTCU)”.
Agregaron que el 4 de agosto consultó en la IPS por una actividad uterina irregular (disminución de movimientos fetales); fue remitida a las 11:25 a.m. para ser hospitalizada en la Clínica Los Rosales, ingresó a las 11:34, se le realizó monitoría fetal reactiva, con buena variabilidad, sin desaceleraciones, con frecuencia cardiaca fetal de base de 130 / min., y movimientos fetales presentes; en ese momento fue valorada por Wilton Antonio Abadía Sánchez. Más tarde la revisó Armando Alfredo Yaruro Astudiel, quien señaló que no existía contraindicación para parto vaginal y le dio salida, para que al día siguiente reconsultara. Así lo hizo y como manifestó ausencia de movimientos fetales fue hospitalizada para inducción del parto y le explicaron que el proceso podría tardar hasta tres días y aun habiéndolo iniciado, podría desembocar en una cesárea. 

Enseguida señalaron cuál es protocolo que se debe seguir para un caso como el presente e indicaron que en la observación, el médico dejó consignado que la paciente se encuentra afebril, hidratada, bien ventilada, hemodinámicamente estable, sin actividad uterina en 10 minutos; posteriormente la valora otro médico, quien hizo constar que “a la paciente no se le escucha frecuencia cardiaca fetal con Doppler”. Ese día, 5 de agosto, en el control de las 15:20 horas, se anotó en la historia clínica que no se halló frecuencia cardiaca  fetal, por lo que se solicitó ecografía y el resultado reportó óbito de 3.450 gramos, es decir, muerte del feto.

Explicaron, finalmente, que Érika María estaba cercana a cumplir 35 años, para los que le faltaban 2 meses y 15 días; además era primigestante, lo que la ponía en situación de alto riesgo y ello implicaba que se le programara una cesárea; si apareció “circular” en el cuello del feto y eso le produjo la muerte, fue negligencia de la clínica, porque el 1° de agosto, con la ultrasonografía, no alertaba ninguna irregularidad; fue imprudente enviarla para la casa el 1° de agosto, pues las alteraciones de la salud fetal en el período perinatal, son más frecuentes en la madre de edad avanzada, hecho que justifica en parte, la mayor tasa de nacimientos por cesárea. Concluyen que hubo una “falla” (sic) del servicio porque le iniciaron una inducción de parto sin asegurarse de la buena vitalidad fetal; usaron oxitocina; no hubo monitoreo continuo a pesar de ser un embarazo de alto riesgo por la edad y por ser primigestante; tampoco le practicaron otra ultrasonografía o ecografía para determinar del estado del feto y detectar la “posible circular en cuello apretada”. 

1.3. El trámite. 
La demanda fue admitida el 9 de marzo de 2009 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito y se corrió traslado a las demandadas. 
Coomec, por medio de apoderado, se pronunció sobre los hechos, se opuso a las reclamaciones y propuso como excepciones las que llamó “INEXISTENCIA DE NEXO CAUSAL ENTRE LA CONDUCTA PERSONAL DE LA COOPERATIVA DE PROFESIONES MÉDICAS DEL EJE CAFETERO COOMEC CTA Y LA COMPLICACIÓN SUFRIDA POR LA PACIENTE”, “AUSENCIA DE CULPA EN LA CONDUCTA MÉDICA ASUMIDA POR PROFESIONALES VINCULADOS CON LA COOPERATIVA DE PROFESIONES MEDICAS DEL EJE CAFETERO COOMEC CTA”, “CAUSA EXTRAÑA”, “LA OBLIGACIÓN DEL MÉDICO ES DE MEDIOS Y NO DE RESULTADOS”  y la mal denominada genérica. Adicionalmente, llamó en garantía a “AGRÍCOLA DE SEGUROS S.A. Y/O COMPAÑÍA SURAMERICANA DE SEGUROS S.A.”. 

La Clínica Los Rosales S.A., luego de referirse a los hechos y las pretensiones, formuló las excepciones denominadas “INEXISTENCIA DE ERROR MÉDICO”, ADECUADA PRÁCTICA MÉDICA – CUMPLIMIENTO DE LA LEX ARTIS”, “INEXISTENCIA DE CAUSALIDAD”, “FUERZA MAYOR- CASO FORTUITO”, “DISCRECIONALIDAD CIENTÍFICA DE LOS PROFESIONALES DE LA SALUD QUE ATENDIERON A LA PACIENTE”, y la “GENÉRICA”. También llamó en garantía, pero esta vez, a Seguros del Estado S.A. 

Coomeva EPS S.A., aludió a los hechos y a las peticiones de la demanda y en su defensa expuso las excepciones que nominó “AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD POR PARTE DE COOMEVA EPS”, “INEXISTENCIA DE NEXO CAUSAL”, INEXISTENCIA DEL DAÑO”, INEXISTENCIA DE RESPONSABILIDAD POR PARTE DE COOMEVA EPS S.A.”, TASACIÓN EXCESIVA DEL PERJUICIO”, “TEMERIDAD Y MALA FE”, “HECHO O CULPA EXCLUSIVA DE UN TERCERO”, “FUERZA MAYOR Y/O CASO FORTUITO”, “COBRO DE LO NO DEBIDO”  y “LA GENÉRICA”. Por su lado, llamó en garantía a la Clínica Los Rosales S.A. 

La Clínica Los Rosales S.A. contestó el llamamiento en garantía y se opuso con la excepción que tituló “CUMPLIMIENTO CONTRACTUAL”. 

Seguros del Estado rechazó las pretensiones frente a la Clínica Los Rosales S.A.; se pronunció sobre los hechos de la demanda y excepcionó la inexistencia de nexo causal; en cuanto al llamamiento, proclamó la falta de jurisdicción o competencia del juez laboral, la inexistencia del siniestro y de responsabilidad por parte de la asegurada, el amparo básico de la póliza, el límite de responsabilidad por el perjuicio moral y la emisión de la póliza, la reducción del seguro por pago de siniestro, el deducible y la inexistencia de la obligación. 

La Compañía Suramericana de Seguros S.A. también se refirió a los hechos de la demanda y se opuso a lo pretendido; se defendió con excepciones que denominó inexistencia de responsabilidad civil, ausencia de nexo causal, ausencia de error de diagnóstico, fuerza mayor y caso fortuito, inexistencia de la obligación de indemnizar, indebida y exagerada tasación de perjuicios; y respecto del llamamiento en garantía aludió a la inasegurabilidad de la culpa grave, a las exclusiones de la póliza, al límite del valor asegurado, a la ausencia de cobertura de los actos realizados por anestesiólogos, ginecólogos y ginecoobstetras y de los perjuicios extrapatrimoniales. 
Se adelantó la audiencia de que trata el artículo 77 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social; se decretaron las pruebas, que en su mayor parte fueron practicadas ante el juez de esa especialidad, pues el 26 de julio de 2012, en atención a lo reglado por el artículo 625-8 del Código General del Proceso, fue remitido el expediente a los jueces civiles de este circuito; le correspondió conocer del mismo al Juzgado Cuarto Civil, donde se completaron las pruebas, se corrió traslado para alegar de conclusión y, por último se dictó sentencia favorable a las pretensiones de los demandantes. 

1.4. El fallo de primer grado. 

   



Para arribar a esa conclusión, señaló la funcionaria, en síntesis, que la atención médica que se le prodigó a Érika María Espitia fue inadecuada, teniendo en cuenta la historia clínica, pues no se le realizó, previo al suministro de oxitocina para dar inicio al trabajo de parto, una monitoría fetal para verificar el estado del feto, a pesar de que ella, desde la atención que se le dio el 24 de julio de 2008, manifestó la disminución de los movimientos fetales, sumado al hecho de que era primigestante y contaba treinta y cuatro años de edad, todo lo cual debió ser valorado al momento de su asistencia. Puso en evidencia la funcionaria la tardanza en la revisión de la paciente entre las 11:23:29 y las 14:32:28 por parte del médico; también resaltó que la historia clínica presenta inconsistencias en sus anotaciones el 5 de agosto, respecto del control realizado a las 15:20; que según la literatura médica, el suministro de oxitocina para acelerar el parto debe estar precedido de una monitoría fetal, para determinar si se presentan o no desaceleraciones al momento de la contracción; de otra parte, dijo, no hubo diligencia en la atención, por cuanto ella en repetidas ocasiones advirtió sobre ausencia de movimiento fetales, y sin embargo en las últimas atenciones no se le practicó un examen para determinar la situación del feto; tampoco se cumplió con el protocolo médico para ese tipo de casos, de que se ubicara decúbito lateral izquierdo y contara los movimientos fetales en el término de dos horas, que no deben ser menores a cinco. Adicionalmente resaltó que para el 4 de agosto de 2008, se hizo constar que el feto estaba en estación flotante, es decir, que estaba desubicado para iniciar el proceso de parto, y sin embargo, al día siguiente se dio inicio a la inducción. 

  



Mención especial hizo del dictamen pericial; señaló que su finalidad es orientar al juez sobre patologías, causas, consecuencias, manifestaciones, alternativas terapéuticas, riesgos, protocolos científicos, tratamientos y procedimientos efectuados y los que no se realizaron. De esta prueba dedujo que la paciente no fue sometida a ningún monitoreo electrónico fetal, y la vigilancia fue por auscultación, así que este medio sumado a la historia clínica dejan ver que faltó diligencia médica, pues cuando se inició la inducción del parto dejó de verificarse antes, o durante ella, con un examen indicado, el bienestar fetal, ni se tuvo presente que era la primera gestación de la madre, tenía 34 años y había manifestado la ausencia de movimientos fetales. 
  



Enseguida se refirió al informe de necropsia, del cual, dijo, no emerge que el feto hubiese sufrido alguna lesión o alteración que provocara la muerte súbita; descartó la afirmación de la especialista Uribe Pineda en el sentido de que el origen de lo ocurrido fue placentario, pues de ello no existe prueba; y transcribió algunas nociones de lo que es la aspiración masiva de líquido amniótico. 
Dedujo, en consecuencia, la responsabilidad, que trasladó a todos los demandados, menos a la Cooperativa de Profesiones Médicas del Eje Cafetero, pues en su atención a la paciente el 24 de julio de 2008, no advirtió ninguna irregularidad; se pronunció sobre las excepciones en forma desfavorable, señaló la procedencia del perjuicio reclamado e impuso las condenas respectivas, a la vez que exoneró a la llamada en garantía Compañía Suramericana de Seguros S.A.  
1.5. Las apelaciones. 
  



Apelaron tanto los demandantes como las codemandadas Coomeva EPS y la Clínica Los Rosales S.A., y una de las llamadas en garantía. Concedidos los recursos, subieron los autos a esta sede y se surtió el trámite respectivo. 

2. CONSIDERACIONES

2.1. Los presupuestos procesales se cumplen cabalmente; no se advierte irregularidad alguna que pueda hacer írrito lo actuado. 
  



2.2.
Aunque en la demanda nada se dijo, como era usual en asuntos laborales, ni es aspecto que se controvierta, la responsabilidad civil que se demanda en este caso es contractual en lo que a Érika María Espitia Rendón se refiere, en su calidad de afiliada cotizante, como se anuncia en el libelo (hecho 1°) y se deduce de varios documentos allegados como parte de la historia clínica (f. 29 y 31, p. ej.). Y es extracontractual en lo que toca con Jorge Obed Gómez López, dado que no tenía suscrito contrato alguno con las demandadas y reclama sus propios perjuicios, no los que a la víctima se le hubieran podido causar. 
  



2.3.
En cuanto a la legitimación en la causa por activa, sea oportuno señalar que los demandantes la tienen en su expectativa de ser padres de quien estaba por nacer. De la madre nada se discute, pues fue quien gestó a la no nata y la historia clínica así lo revela, junto con los testimonios escuchados. Y del padre, dado que se malogró el nacimiento de criatura viva, como se ha dicho en casos similares
, es inviable exigir la prueba del parentesco, por lo que tal condición debe deducirse, como en efecto se hace, de las demás pruebas recogidas, para este caso, los mismos testimonios escuchados por cuenta de los reclamantes, que dieron cuenta de que Jorge Obed iba a ser el padre de la niña, sin contar con que sobre ese aspecto no hay oposición.
   



Y en lo que concierne a las demandadas, en sus calidades de EPS e IPS (lo que tampoco es materia de debate), están legitimadas por pasiva como lo tiene decantado esta Sala
, siguiendo, además, la orientación que sobre el particular ha dado la alta jurisprudencia
.  
2.4. Se señaló que los accionantes, algunas de las demandadas y una de las llamadas en garantía apelaron. Para guardar el orden lógico de las cosas, se analizará el disenso de las demandadas, pues en la medida en que se desechen sus planteamientos, cabría revisar los que esgrimen los demás recurrentes; por el contrario, si se acogieran sus réplicas y ello llevara a su absolución, ningún sentido tendría pronunciarse sobre las de los restantes recurrentes. 
2.5. Sostiene la EPS Coomeva S.A. que (i) la obligación derivada de la actividad médica es de medio; (ii) La edad como factor de riesgo en la mujer embarazada es a partir de los 35 años, que Érika no tenía; (iii) la paciente refirió disminución de movimiento fetal y a raíz de ello se le efectuaron controles el 24 de julio, el 1° y el 4 de agosto, en los que la actividad fetal fue adecuada y normal; fue vigilada y monitoreada y hasta el último momento se trataba de un embarazo normal, sin riesgo obstétrico; (iv) la inconsistencia que se menciona en la sentencia respecto de la historia clínica es inexistente, pues la nota de las 15:43:38, que es de enfermería, aclara que se recibió a la paciente a las 13:00, con signos de FCF 150; enseguida, en otra anotación de enfermería, de las 15:46:33, se consignó que se realizó un control a las 15:20, pero está claro que la auscultación de la frecuencia cardiaca fetal fue a las 13:00; (v) sí hubo controles a la paciente, el 1° de agosto se le realizó una ecografía con perfil biofísico e ILA y monitoría fetal, se repitió la monitoría el 4 de agosto, a menos de 24 horas de iniciar la inducción del trabajo de parto; es decir, que se verificó previamente el bienestar de la madre y del feto; se hizo una evaluación de frecuencia cardiaca fetal cada hora y el monitoreo electrónico no obliga en Colombia, ni es recomendable en embarazos sin factores de riesgo durante el parto; (vi) en la historia clínica no se observa ninguna orden de prueba de tolerancia a contracciones como se afirma en la sentencia, que, por otro lado, carece de efectividad; lo que se presentó fue una muerte fetal súbita; (vii) la afirmación del juzgado sobre la falta de diligencia es contraria al dictamen pericial rendido. 
  



La Clínica Los Rosales S.A., de su lado, aduce que (i) el suministro de oxitocina estuvo precedido de un monitoreo electrónico fetal el 4 de agosto de 2008; el 5 de agosto se realizó un monitoreo fetal intraparto, así que se verificó el bienestar fetal, que se mantuvo hasta las 14:32 de ese día; (ii) la paciente consultó por disminución de movimientos fetales, sobre lo que no hubo ningún hallazgo físico; (iii) no hay inconsistencias en la historia clínica, pues las notas se dejan normalmente cuando se termina una ronda o se hace una valoración individual; (iv) el embarazo de alto riesgo en las primigestantes mayores de 35 años, debe venir asociado con alguna patología que permita darle esa clasificación, el dictamen pericial señala que no había ninguna indicación para realizar una cesárea y la paciente nunca mostró una señal de requerir un tratamiento diferente al de la inducción del parto. 
2.6. Corresponde dilucidar, en consecuencia, si la obligación del médico es de medio o de resultado;  y a partir de allí, si en el caso de Érika María Espitia hubo, como sostiene el juzgado, descuido en la atención de su estado por tratarse de un embarazo de alto riesgo; o si como aseveran las recurrentes, se trataba de un embarazo normal, que concluyó con una infortunada muerte súbita del feto.
   



Al efecto, se recuerda que la responsabilidad civil médica comporta la concurrencia de varios elementos: la acción o la omisión por parte del galeno en el ejercicio de su profesión; el daño padecido por el paciente o, en general, por las víctimas, la culpa o el dolo y la relación causal entre una y otro; y si ella es contractual, por supuesto, es menester acreditar su fuente.
  



2.7. 
El médico asume una responsabilidad tal frente a sus pacientes, que implica que en sus manos están derechos inherentes al ser humano, como la salud y, principalmente, la vida; ello le demanda el mayor cuidado y esmero, ya que “La medicina es una profesión que tiene como fin cuidar la salud del hombre y propender por la prevención de las enfermedades, el perfeccionamiento de la especie humana y el mejoramiento de los patrones de vida de la colectividad, sin distingos de nacionalidad, no de orden económico-social, racial, político y religioso. El respeto por la vida y los fueros de la persona humana constituyen su esencia espiritual. Por consiguiente, el ejercicio de la medicina tiene implicaciones humanísticas que le son inherentes”. (art. 1°, Ley 23 de 1981). De ahí que, señala la misma regla, al profesional le incumbe poner al servicio del paciente todos sus conocimientos con el fin de preservar esos elementales derechos. 
    



Como es su sapiencia la que se brinda, de antaño se ha considerado que la actividad médica involucra obligaciones de medio y no de resultado, aunque excepcionalmente el galeno se pueda comprometer; por tanto, lo normal es que quien demanda el resarcimiento de unos perjuicios derivados de una actividad de este tipo deba probar su culpa. 

  



2.8. 
Ahora bien, el Consejo de Estado, a cuyas posiciones se acude como criterio auxiliar a falta de precedente en la jurisdicción ordinaria, participó de una tesis, según la cual, cuando el embarazo se había desarrollado dentro de los cauces normales, esto es, sin complicación alguna, la obligación del médico al momento el parto era de resultado, es decir, obtener el fruto de ese estado en condiciones también normales; era, pues, una calificación objetiva de la responsabilidad. Pero, con el paso del tiempo fue necesario reconocer que era equivocado mantener tal criterio y, en consecuencia, se ensayó una segunda teoría, que es la que se mantiene hoy día
, en virtud de la cual, lo que hay detrás de un embarazo normal es un indicio de que el alumbramiento debe ser igual, es decir, que no debería presentarse ninguna complicación al momento del parto. Dicho de otro modo, a un embarazo normal debe corresponder un parto similar; de lo contrario, surge un indicio de una falla en el servicio médico. 
  



En todo caso, dijo la alta Corporación, no se releva la carga de la prueba de los elementos de la responsabilidad, si bien:
  


…bajo el cobijo de la tesis que actualmente orienta la posición de la Sala en torno a la deducción de la responsabilidad de las entidades estatales frente a los daños sufridos en el acto obstétrico, a la víctima del daño que pretende reparación le corresponde la demostración de la falla que acusa en la atención y de que tal falla fue la causa del daño por el cual reclama indemnización, es decir, debe probar: (i) el daño, (ii) la falla en el acto obstétrico y (iii) el nexo causal. La demostración de esos elementos puede lograrse mediante cualquier medio probatorio, siendo el indicio la prueba por excelencia en estos casos ante la falta de una prueba directa de la responsabilidad, dadas las especiales condiciones en que se encuentra el paciente frente a quienes realizan los actos médicos, y se reitera, la presencia de un daño en el momento del parto cuando el embarazo se ha desarrollado en condiciones normales, se constituye en un indicio de la presencia de una falla en el acto obstétrico, así como de la relación causal entre el acto y el daño.

   


No se trata entonces de invertir automáticamente la carga de la prueba para dejarla a la entidad hospitalaria de la cual se demanda la responsabilidad, en otras palabras no le basta al actor presentar su demanda afirmando la falla y su relación causal con el daño para que automáticamente se ubique la carga de la prueba de una actuación rodeada de diligencia y cuidado en el ente Hospitalario demandado. No, a la entidad le corresponderá contraprobar en contra de lo demostrado a través de la prueba indiciaria por el actor, esto es, la existencia de una falla en el acto obstétrico y la relación causal con el daño que se produjo en el mismo, demostración que se insiste puede lograrse a través de cualquier medio probatorio incluidos los indicios, edificados sobre la demostración, a cargo del actor, de que el embarazo tuvo un desarrollo normal y no auguraba complicación alguna para el alumbramiento, prueba que lleva lógicamente a concluir que si en el momento del parto se presentó un daño, ello se debió a una falla en la atención médica (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, marzo 6 de 2008, radicación 660012331000199603480-01 (16.191), M.P. Ruth Stella Correa Palacio).
  



2.9. 
No sobra señalar, a propósito de la afirmación que se hace en el hecho 14 de la demanda, en el sentido de que la paciente requería un cuidado especial y la programación de una cesárea, que también la jurisprudencia ha señalado que ante un embarazo que se desenvuelve en condiciones adecuadas, esto es, sin irregularidades, la cirugía deja de ser un camino afortunado para el parto; por el contrario, sería un recurso extremo, dado el potencial riesgo para la salud que envuelve; solo en aquellos casos en que la situación lo exija debe variarse la vía normal (el parto) por el excepcional (la cesárea). Dijo el Consejo de Estado:
Ahora bien, así como la realización de la cesárea es una exigencia del derecho a la salud en los casos en que la reclaman las circunstancias del embarazo o parto, su realización innecesaria o su práctica en situaciones en las que la necesidad sobreviene por una causa evitable e imputable a la entidad médica, supone siempre una vulneración del mismo derecho. Y es que es de común conocimiento que la cesárea, por una parte implica un mayor riesgo y por otra, supone una serie de complicaciones que no son propias del parto natural.

Debe tenerse en cuenta que toda intervención quirúrgica supone una serie de actos de alteración del cuerpo del paciente, como la sedación, la ruptura de membranas, entubación, punción, canalización, incisión, la sutura, etc. Después de ella, sigue necesariamente una convalecencia en la que se espera un cierto grado de dolor y malestar y en la que por definición, se limita la capacidad del paciente para realizar ciertas actividades y en algunos casos, la misma movilidad. En otras palabras, las intervenciones quirúrgicas, por su propia índole, provocan daños o afectaciones a la salud que si no se reputan antijurídicos es precisamente porque (i) son necesarios para la evitación de un mal mayor y (ii) son conocidos y aceptados por el paciente. Sin embargo, el incumplimiento de estos requisitos hace que lo que en principio es jurídico se torne antijurídico y, por ende, no tenga que ser soportado por el paciente. En este sentido, hay que considerar que el hecho de que la operación sea innecesaria o se torne necesaria por causa imputable al prestador del servicio de salud, muta la naturaleza jurídica del acto quirúrgico.

Respecto de la naturaleza de los daños propios de la intervención quirúrgica la Sala precisa que, por regla general, ésta supone la causación de una herida o cicatriz de carácter permanente, al lado de complicaciones temporales (ej. dolores, mareos, sangrado, etc), las cuales no pierden su entidad de daño por el solo hecho de su temporalidad y, por lo tanto, son tan indemnizables como el daño de carácter permanente.

En lo concerniente a la intervención quirúrgica cesárea la Sala considera necesario añadir que ésta no está llamada a sustituir al parto, medio natural de alumbramiento, siendo entonces necesario que se realice única y exclusivamente cuando existan razones médicas que lo justifiquen, esperándose, por ello, que el número global de estas intervenciones sea limitado. Lo anterior porque, como se ha dicho anteriormente, salvo en aquellos casos excepcionales en los que el parto vaginal está contraindicado, la cesárea, en tanto procedimiento quirúrgico supone un aumento del riesgo y un sometimiento a mayores complicaciones que la vía natural, algunas de las cuales tienen que ver con la fertilidad femenina y las características de los partos subsiguientes. (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena, 28 de agosto de 2014, radicación 23001-23-31-000-2001-00278-01(28804), C. P. Stella Conto Diaz del Castillo).
   



Frente a este panorama, descendiendo al caso concreto, es relevante para resolver, lo que aparece acreditado, así: 
  



a.
Érika María Espitia Rendón nació el 25 de octubre de 1973, es decir, que para el mes de agosto de 2008, contaba 34 años y 10 meses de edad y su gestación era de 40 semanas, lo que indica que la concepción ocurrió por la época de noviembre de 2007.





b.
La historia clínica revela el acontecer entre el 24 de julio  y el 5 de agosto de 2008:

· El 24 de julio consultó por contracciones y porque no sentía movimientos fetales; al examen físico se advirtió una frecuencia cardiaca fetal de 150 por minuto; se diagnosticó embarazo confirmado y se remitió a monitoría fetal, que se realizó el mismo día, con resultado de buena variabilidad, no se apreciaron desaceleraciones, FCF de 140 min., movimientos fetales presentes y sin actividad uterina. 

· El 01-08-2008 consultó nuevamente, ya con 40 semanas de embarazo, por fecha probable de parto y movimientos fetales disminuidos, actividad uterina irregular y dolor altamente incapacitante a nivel lumbar. Al examen, se halló FCF de 144 por minuto. También se ordenó monitoría fetal anteparto, que dio como resultado buena variabilidad, adecuado número de movimientos fetales, sin desaceleraciones de la frecuencia cardiaca, y se ordenó control en tres días. 
· El 4 de agosto, ingresó por urgencias, para una monitoría de control. A su examen médico se diagnosticó embarazo prolongado y un lumbago no especificado; se ordenó una monitoría fetal que también resultó con buena variabilidad, sin desaceleraciones, una FCF de 130 por minuto y movimientos fetales presentes.

· A las 18:04:55 se consignó que ingresó al servicio de ginecoobstetricia a las 13:30, con dolor de larga duración, movimientos fetales positivos y quedó en sala de ambulatorios. 
· Llegadas las 19:41:17, fue atendida por neurocirujano, que ordenó una valoración al día siguiente por gineco-obstetra; no halló contraindicaciones para parto vaginal; autorizó la salida de neurocirugía. Ya en sala de observación, a las 20:02:02 se consultó con el “Dr, Yaruro” quien consideró que la paciente presentaba sacroileitis; no contraindicó parto vaginal, se autorizó salida para reconsultar al día siguiente con la doctora "Virviescas".
· El 5 de agosto de 2008, ingresó otra vez por urgencias a las 11:21:53; se le halló FCF de 144 por minuto, sin desaceleraciones; se ordenó hospitalización para inducción y vigilancia del trabajo de parto; se le explicó que “que el proceso de inducción puede tardar hasta 3 días”, que aun después de haber realizado trabajo de parto, existe el riesgo de terminar con cesárea, y se le explicaron los riesgos materno fetales inherentes a la inducción, lo que aceptó. Se ordenó una monitoría fetal intraparto. 

· A las 11:23:29 se anota que se inició inducción con oxitocina. Más tarde (13:09:46), se dejó constancia de los movimientos fetales positivos, sin actividad uterina, FCF de 144 por minuto. Posteriormente (14:32:28), en la evolución médica se consignó que la paciente refiere inicio de actividad; su estado general es bueno; la FCF de 150 por minuto; no se realizó tacto vaginal. 
· Llegadas las 15:43:38, la nota de enfermería dice que recibió paciente a las 13:00, con F.C.F. de 150 por minuto; movimientos fetales activos, y en buenas condiciones. 

· A las 15:46:33, en la nota de enfermería se anotó que hubo control a las 15:20 y se ordenó un eco-rastreo.

· Enseguida, a las 16:01:12, en la evolución médica se señala que “No se le escucha frecuencia cardiaca fetal con doppler, se solicita rastreo ecográfico”. Realizado, se apreció un embarazo intrauterino con feto único sin signos de vitalidad. Se ratificó la falta de frecuencia cardiaca y de movimientos fetales, en conclusión, el óbito fetal. 

   



c.
El informe pericial de necropsia (f. 286), señala que se tomaron muestras y se enviaron órganos a laboratorio de patología forense, para realizar estudio anatomopatológico y determinar la presunta causa del fallecimiento. En el informe complementario remitido por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, se concluyó que hubo aspiración masiva de líquido amniótico y que la causa básica de la muerte fue “Broncoaspiración líquido amniótico” (f. 389 a 392).
 



d.
Los testimonios rendidos a petición de los demandantes poca luz arrojan sobre el procedimiento, pues en general son de oídas, tanto Lina María Granada Ramírez (f. 430), como Alexandra Espitia Rendón (f. 432) y Luz Marina Rendón de Espitia (f. 434). 

· Wilton Antonio Abadía Sánchez (f. 437), médico tratante, recibió turno a la 1 p.m. del día 5 de agosto; señaló que la paciente había empezado trabajo de parto a las 11:30 y se le estaban realizando controles normales; a las 2 p.m. se efectuó un control y fetocardia; a las 3 se volvió a realizar la fetocardia y ya no se escuchó, así que bajó de inmediato para realizar una ecografía y no vio vitalidad fetal. Dijo que revisó a Érika el 24 de julio de 2008, el 4 y el 5 de agosto siguientes; es esa primera fecha se le efectuó un monitoreo fetal y no hubo alteración en la fetocardia; el 4 de agosto nuevamente se le practicó un control porque estaba aproximadamente en las 40 semanas y se solicitó revaloración por neurocirugía para definir la vía del parto; en esta ocasión, dijo, se detectó vitalidad fetal con buena variabilidad reactiva y movimientos fetales, no hubo descenso en la fetocardia; el neurocirujano que la atendió determinó que tenía sacroileitis que no contraindicaba el parto vaginal. Para el 5 de agosto se hizo la fetocardia a las 2:30 y estaba en 150 por minuto, es decir, el bebé estaba vivo. Afirmó que cada hora se le hizo control de actividad uterina; que las causas de la broncoaspiración son múltiples; que no se practicó examen de stress o test stress; además, qué factores influyen para que un parto sea considerado de alto riesgo, como el que la mujer tenga 35 años; terminó señalando que se le hizo una ecografía tres días antes del parto, y que el solo trabajo de parto puede generar stress, porque hay disminución de la circulación placentaria y de las reservas de oxígeno; por último, que los niveles normales de frecuencia fetal están entre 120 y 170. 

· Luz Adriana Virviescas Mora (f. 442), también valoró a Érika María el 4 de agosto de 2008, porque ingresó para un monitoreo fetal; manifestó que el embarazo era demorado (40 a 42 semanas), la frecuencia cardiaca fetal normal estaba entre 110 y 180 por minuto; la paciente fue monitoreada en la fecha señalada a la 1:17 y traía otro monitoreo del 1° de agosto; la frecuencia era reactiva; en la ecografía que se le realizó el 1° de agosto mostró un feto vivo creciendo en percentiles acordes para la gestional, con índice amniótico de 12,1, adecuado para la edad gestacional, cefálico, sin ninguna alteración, lo cual confirma bienestar fetal; por el dolor lumbar que presentaba solicitó valoración por neurocirujano que determinó sacroileitis y no contraindicó para el parto vaginal. En consulta que atendió se halló la situación dentro de límites normales y clínicamente sin ningún tipo de alteración. Con vista en la historia clínica refirió la situación fetal desde el 1° hasta el 5 de agosto, cuando a las 16:00 no apareció; también aludió a la muerte súbita y señaló que la paciente no presentaba patologías asociadas a embarazo de riesgo para ese tipo de muerte, ni antecedentes personales que sugirieran el riesgo de muerte fetal. Agregó que se carece de medios para determinar la asfixia perinatal y que durante el embarazo la gestante tuvo 9 controles sin alteración, además de que las ecografías fueron normales. Aclaró que desconocía la necropsia y por esa razón habló de muerte súbita; entonces explicó que la muerte por broncoaspiración de líquido amniótico se produce principalmente durante el trabajo de parto. 

· Armando Alfredo Yaruro Astudillo (f. 456), médico cirujano, adujo que Érika fue valorada en neurocirugía el 4 de agosto a las 19:41; encontró un examen normal, le diagnosticó sacroileitis, sin contraindicación para un parto normal. 

· Andrés Campo Duque (f. 462), explicó que el 4 de agosto Érika fue valorada por el Dr. Yaruro, quien dio vía libre para el parto vaginal; se inició el proceso de inducción del parto, con la autorización de la Dra. Uribe, ginecóloga de turno. Cuando se auscultó, se halló una fetocardia de 144 l/min; el estado fetal era satisfactorio; durante el trabajo de parto el feto entra en una situación altamente estresante; dijo que hay condiciones imprevistas e imprevisibles para establecer el bienestar fetal, por ejemplo, la presencia de meconio, de circulación de cordón, que sumadas al estrés pueden generar una muerte fetal; afirmó que cuando comenzó la inducción, no había óbito fetal. 

· Yolanda Uribe Pineda (f. 486), médico gineco-obstetra, precisó que el 5 de agosto valoró a  Érika en compañía del médico general; ordenó hospitalizarla para la inducción del trabajo de parto, se le explicaron los riesgos inherentes a ese proceso; permaneció vigilada por el equipo de la clínica: médico general, jefe de enfermeros, auxiliar, sin que se hallara alteración; luego, a las 5:00 p.m., el médico le refirió que no había auscultado frecuencia cardiaca, se le llevó a ecografía y se diagnosticó óbito fetal. Dentro de la historia clínica no se detectó ningún factor de riesgo que pudiera clasificarse como alto, pues la sola edad carece de esa entidad; en una mujer primigestante lo que hay que verificar es si el bebé pasa por la pelvis. Señaló que esta paciente era menor de 35 años, sin antecedentes personales de patología que incrementaran el riesgo de embarazo, y la pelvis, cuando fue valorada, era adecuada para el feto que traía; tampoco la sacroileitis es factor de riesgo. Explicó que la muerte fue súbita y en los hallazgos del parto había meconio (heces del bebé); dijo que las enfermedades placentarias solo pueden detectarse con estudio anatomopatológico posterior al nacimiento, y aunque hay enfermedades que permiten suponerlo (hipertensión, diabetes) la paciente no las presentaba. 

e.
El perito Carlos Jaime Echeverry Ciro, respondió el cuestionario que se le formuló y dijo, en síntesis, que Érika María tuvo un número adecuado de controles prenatales (al menos ocho registrados); siempre que consultó a urgencias fue atendida por personal médico y al término del embarazo fue valorada por médico general y gineco-obstetra; también fue remitida a interconsulta cuando fue necesario, es decir, que la atención fue oportuna y pertinente. Precisó que la información suministrada a la paciente y consignada en la historia clínica acerca de la inducción del parto está conforme con las guías nacionales e internacionales; la historia clínica no revela indicación absoluta para realización de cesárea; mencionó los monitoreos que se realizaron, aunque faltó la prueba de tolerancia a las contracciones; agregó que según la historia clínica, hubo evidencia de frecuencia cardiaca fetal hasta las 14:32, cuando se hizo control médico, y que hay constancia de que en una evolución de las 15:20, dejó de escucharse y se diagnosticó feto muerto, lo que luego fue confirmado; que la ecografía obstétrica efectuada, tendría como objetivo verificar el bienestar fetal y la corroboración de la presunción de óbito fetal por ausencia de frecuencia cardiaca. Finalmente, adujo que en lo que se describe en el documento, no hay evidencia de circular de cordón en el cuello, ese fue un hallazgo al momento del parto, sin posibilidad de definir con exactitud la causa para que se presente en un feto (f. 661). 
Del dictamen se dio traslado a las partes (f. 665), que corrió en silencio. 
Tras este derrotero, contrario a lo que dedujo la funcionaria de primer grado, no advierte la Sala el vínculo causal entre el hecho y el daño. 
La primera inferencia que hace la funcionaria, es que previo al suministro de oxitocina para iniciar el trabajo de parto, ha debido realizarse una monitoría fetal, dado que desde el 24 de julio anterior, Érika María venía manifestando disminución de los movimientos fetales y se trataba de una primigestante de 34 años. Pero, siguiendo los protocolos arrimados al expediente y el dicho de los testigos técnicos escuchados, no había llegado a los 35 años, que es la edad a partir de la cual se insinúa un alto riesgo en el embarazo; tenía 34 años y 9 meses, así que esa causa debe descartarse como detonante de la responsabilidad, si a ello se suma que los profesionales señalaron que esa circunstancia, por sí sola, no es indicativa de tal peligro, sino que debe aparecer asociada a otras manifestaciones que en este caso quedó sin demostrar que ocurrieran. Por lo demás, el día anterior, 4 de agosto, se le había realizado un monitoreo fetal. 

Ahora, es cierto que la paciente manifestó la disminución de los movimientos fetales, pero la historia clínica es reveladora de que desde el 24 de julio, cuando acudió por primera vez, hasta el 5 de agosto, en cada control se halló una adecuada frecuencia cardiaca fetal, condición que perduró, por lo menos, hasta las 14:32:25 de ese último día. Esto es señal de que la manifestación de la gestante no atendía la realidad, si bien dicha frecuencia se mantuvo dentro de márgenes normales en cada revisión. Apenas a las 15:20 del día 5 de agosto se dejó de percibir y eso propició la práctica de una ecografía. De manera que aquellos síntomas tampoco pudieron ser premonitorios de un alto riesgo. 
Se suma a lo anterior, que en la historia no se consignó, y los médicos que la atendieron tampoco lo hallaron pertinente, que Érika María requiriera una atención diferente o especial, pues su embarazo era tan normal como cualquiera otro, en términos generales. Eso mismo señaló el perito, para quien la historia clínica no registra signos que indicaran la necesidad de realizar una cesárea. Dicho en otros términos, nada contraindicaba un parto vaginal, que implicara acudir al método invasivo de la cesárea. 
También se aduce que entre las 11:23:29 y las 14:32:28, del 5 de agosto, la paciente no recibió atención médica, y eso es lo que demuestra la historia clínica. Sin embargo, siguió siendo controlada por enfermería y en cada nota se hizo constar que aún no presentaba actividad uterina, pero los movimientos fetales eran positivos, en tanto que la frecuencia cardiaca fetal se mantenía normal (13:09:46). Y en la valoración de las 14:32:28 fue hallada en buen estado general, con actividad uterina y con dicha frecuencia uniforme. Así que hasta ese momento no se percibía ningún síntoma de alerta. 

Enseguida se ocupó el fallo de las inconsistencias en la historia clínica, que halló probadas. Es claro que faltó un registro exacto, a la hora de las 15:20 p.m., de que se hubiera realizado un control médico. Mas, la nota de las 15:43:18, con precisión señala que la enfermera recibió a la paciente a las 13:00 y que para ese momento, esto es, a las 13:00, no a las 15:20, la frecuencia cardiaca era de 150 por minuto. Luego, a las 15:46:33, se hizo constar que a las 15:20 se efectuó un control y se ordenó una ecografía de rastreo, pues fue en ese momento cuando se dejó de sentir la frecuencia cardiaca fetal, como quedó luego asentado en la nota de las 16:01:12, lo que no se discute. 

 



La cuestión, en todo caso, es que la historia clínica, como todo medio de prueba, tiene que valorarse en conjunto con las demás, siguiendo las reglas de la sana crítica, sin perder de vista, adicionalmente, que no toda inconsistencia suya, trae aparejada la culpa que se le endilga al médico o a la entidad hospitalaria, si la información que contiene, que debe ser cronológica, ordenada y completa, puede ser corroborada por otros mecanismos. Podrá constituir un indicio, pero como todos, desvirtuable al ser confrontado con otras pruebas. 
Recientemente, recordó la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia (sentencia de marzo 2 de 2016, expediente SC2506-2016, radicación 05001-31-03-003-2000-01116-01, M.P. Margarita Cabello Blanco
), que: 
…la obligación de resultado consistente en diligenciar la historia clínica, sin enmendaduras, sin siglas, legible y en forma completa - débito que se predica del médico, de las instituciones de salud, y en fin, de quienes tienen a su cargo ese deber profesional por participar en el cuidado al enfermo- viene a complementar esa facilidad probatoria, en la medida en que esa pieza, en últimas, debe recoger todo el recorrido de la enfermedad del paciente, su estado preliminar, sus antecedentes personales y familiares, el diagnóstico, los medicamentos, las reacciones al tratamiento, los exámenes que le fueron practicados y sus interpretaciones, etc. Lo que se traduce en que su análisis resultará de una importancia inusitada a la hora de determinar la responsabilidad investigada, en vista de que si ese registro complejo, que proviene de una de las partes -la eventual responsable-, no se cumple en absoluto, la gravedad de tal omisión conduciría a predicar no sólo similares resultados, en cuanto a la inversión de la carga probatoria, sino fundamentalmente a deducir una mala praxis médica. Pero, en tratándose de una deficiente o inexacta inscripción de datos referidos al paciente en cuestión, la demostración de tal falencia podrá servir de indicio para la formación del convencimiento acerca de la investigada responsabilidad, sin que en principio pueda concluirse, en sede de casación, que la adecuada demostración de un error probatorio como el que se le atribuye al Tribunal en este caso, pueda conducir, sin más, a deducir la obligación de resarcir los perjuicios reclamados.

De la historia clínica dijo en reciente oportunidad esta Sala:

Tal compilación informativa en la que se individualiza a la persona que requiere de atención médica y se relata de forma discriminada la forma como se le presta, lo que comprende una descripción del estado de salud de arribo, los hallazgos de su revisión por el personal encargado, los resultados de las pruebas y exámenes que se practiquen, los medicamentos ordenados y su dosificación, así como todo lo relacionado con las intervenciones y procedimientos a que se somete, es una herramienta útil para verificar la ocurrencia de los hechos en que se sustentan los reclamos del afectado con un procedimiento de esa naturaleza.

Su conformación debe ser cronológica, clara, ordenada y completa, pues, cualquier omisión, imprecisión, alteración o enmendadura, cuando es sometida al tamiz del juzgador, puede constituir indicio en contra del encargado de diligenciarla.

De todas maneras su mérito probatorio debe establecerse «de acuerdo con las reglas de la sana crítica», debiendo ser apreciada en conjunto con las pruebas restantes, máxime cuando su contenido se refiere a conceptos que en muchos casos son ajenos al conocimiento del funcionario (CSJ SC 5746-2014 del 14 de noviembre de 2014, rad. n° 11001-31-03-029-2008-00469-01). 
Lo que se quiere significar, es que a pesar de que se dejó de registrar la valoración de las 15:20, que es un inconsistencia, de ella quedó constancia posterior y fue ratificada con los testimonios escuchados, según se dijo, y fue allí, en ese momento, cuando se dejó de percibir la frecuencia cardiaca fetal. 
De manera que las inferencias del juzgado, con apoyo en literatura médica -que trajo a colación sin citar la fuente, lo que le restaría toda posibilidad de valoración-, acerca de que hubo deficiencias en la prestación del servicio médico, se vienen a menos, porque la prueba toda indica, incluyendo la pericial, que la atención prestada se ajustó a las condiciones clínicas de la paciente. Y es que, valga decirlo, frente a la experticia, ninguna valoración final se hizo; refiere el fallo que lo que aporta el perito es una mera ilustración sobre las patologías, las causas, consecuencias, manifestaciones, alternativas terapéuticas, riesgos, protocolos, tratamiento y procedimientos realizados y los no ejecutados, es decir, respuestas puntuales a preguntas puntuales. Es claro que un perito en casos como este aporta información de esa naturaleza, pero, a partir de allí, y con vista en la historia clínica, el mismo experto, para el caso, concluyó, como ya se mencionó, que no hubo descuido o negligencia, que la atención fue adecuada, que nada indicaba una situación que generara un riesgo especial en lo que a Érika María concierne. 

Finalmente, señala el fallo que no existe prueba en el proceso que respalde la aseveración de la especialista Uribe Pineda en el sentido de que el origen de lo ocurrido fue placentario. Para ser fieles a su intervención, lo que ella respondió (f. 490) es que el diagnóstico de la muerte reportada por el médico forense fue la aspiración de líquido amniótico, pero allí faltó claridad sobre la verdadera causa, por lo que considera que ante lo súbito de la situación, fue una patología placentaria, además, porque no se describieron malformaciones fetales. 

En realidad se sabe que hubo aspiración masiva de líquido amniótico; de lo que no se tiene certeza es qué lo pudo provocar antes del parto y detectar la situación en las condiciones en que se venía presentando el embarazo y la inducción del parto, no se mostraba claro, porque, se insiste en ello, todo se desarrollaba dentro de los límites normales. La frecuencia cardiaca fetal, cuya disminución, por ejemplo, pudiera haber indicado esa circunstancia, se mantuvo dentro de los parámetros regulares, por lo menos hasta las 14:32; a ese momento, no se tenía noticia de que la madre presentara una condición especial, como que fuera hipertensa, o gran fumadora, o que le antecedieran enfermedades respiratorias o cardiovasculares graves, para pensar en que la situación podía tornarse compleja. 
Así que, como dijo el perito, lo corroboraron los médicos que atendieron a la paciente, y lo reiteró, entre estos últimos, la gineco-obstetra que la asistió durante la inducción del parto, Érika no presentaba ninguna patología o estado especial que condujera a la realización de una cesárea, por un lado, ni a colegir un síndrome de absorción de meconio, por el otro, si bien ninguna de las características descrita en precedencia se estructuraban respecto de ella; por lo demás, la frecuencia cardiaca fetal venía siendo normal y ello tampoco permitió presagiar el fatal desenlace.  

Corolario de lo dicho, es que los elementos inicialmente señalados para que se estructure la responsabilidad médica, se rompen por falta de un nexo causal entre el hecho y el daño y, por tanto, la decisión del Juzgado ha debido ser absolutoria, pues tienen razón las impugnantes en el sentido de que no se demostró negligencia, impericia o descuido en el despliegue de los profesionales que participaron en la atención previa al trabajo de parto y durante este y el solo indicio del embarazo normal, no es suficiente para edificar la pretendida condena, pues se desvirtúa con la actividad desplegada entre el 24 de julio y el 5 de agosto, según se ha hecho referencia. 
   



Como quiera que no se acreditaron los supuestos de la responsabilidad, nada había qué resolver sobre las excepciones o sobre el llamamiento en garantía.  
  



En consecuencia, se revocará el fallo protestado, con excepción del ordinal quinto, se absolverá a las demandadas y se condenará a los demandantes al pago de las costas de primera y segunda instancia, que se liquidarán en la forma establecida en el artículo 366 del C.G.P.
   



DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, REVOCA la sentencia del 24 de enero de 2014, proferida el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, en el proceso ordinario de responsabilidad médica que Érika María Espitia Rendón y Jorge Obed Gómez López promovieron frente a Coomeva EPS S.A., la Clínica Los Rosales S.A. y la Cooperativa de Profesiones Médicas del Eje Cafetero -COOMEC-, en el que fueron llamadas en garantía Seguros del Estado S.A., Seguros Generales Suramericana S.A. y la misma Clínica, con excepción del ordinal QUINTO que se CONFIRMA.  

En su lugar, se NIEGAN las pretensiones de la demanda contra Coomeva EPS S.A. y la Clínica Los Rosales S.A.

En consecuencia, no hay lugar a analizar los llamamientos en garantía. 

Costas de primera y segunda instancia a cargo de los demandantes y a favor de los demandados y llamados en garantía Seguros del Estado S.A. y Seguros Generales Suramericana S.A. Se liquidarán en la forma indicada en el artículo 366 del C.G.P. 
Notifíquese

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS   

DUBERNEY GRISALES HERRERA                                                                                                                                                                 Con ausencia justificada
�Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena, 28 de agosto de 2014, radicación 23001-23-31-000-2001-00278-01(28804), C. P. Stella Conto Diaz del Castillo. 


 


� Sentencia de abril 19 de 2016, radicado 66001-31-03-005-2012-00298-02. M.P. Jaime Alberto Saraza Naranjo.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de 17 de noviembre de 2011, Referencia: 11001-3103-018-1999-00533-01, M.P. William Namén Vargas. 





� Una interesante recopilación de los pronunciamientos del Consejo de Estado, aparece en la sentencia T-064 de 2015, de la Corte Constitucional, a cuya lectura se remite, en gracia de la brevedad; allí se ratifica el indicio aludido.


� Hay una aclaración de voto importante, referida a la consecuencia de que no se aporte la historia clínica a un proceso de esta estirpe, que no viene al caso. 
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